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¿POR QUÉ LA POPULARIDAD DE KEIKO FUJIMORI SE HA IDO REDUCIENDO?

SIN LICENCIA

LA COLUMNA DEL DIRECTOR

Del éxito a la debacle

No a la justicia popular

Anatomía de
un desastre

E l 77% de los encues-
tados cree que Keiko 
Fujimori es culpable 
del delito de lavado de 
activos, según Datum. 

Tiene 81% de desaprobación, según 
Ipsos. 

El proceso judicial que se le sigue 
es acerca de cómo deben afrontar el 
juicio sobre lavado de activos y orga-
nización criminal Keiko Fujimori y los 
demás imputados. 

El fiscal pide 36 meses de prisión 
preventiva; es decir, prisión mientras 
se desarrolla el juicio. Debe juzgarse si 
es razonable pensar que la acusada co-
metiera los delitos y, además, si es razonable que 
ella fugará o que tratará de obstruir el proceso 
(art. 268.1, Código de Procedimientos Penales). 

Otro presupuesto material para prisión pre-
ventiva es la pertenencia a una organización de-
lictiva. Se prevé que el imputado pueda usar los 
medios que brinde esta organización criminal 
para su fuga o “para obstaculizar la averigua-
ción de la verdad” (art. 268.3). 

El fi scal trata de sostener que la señora Fuji-
mori lideró a un grupo criminal dentro de Fuer-
za Popular. Solo cuenta para ello, sin embargo, 
hasta ahora, con dichos genéricos, como “ella 
disponía todo, todo, todo, en FP”. Debe buscar 
directivas concretas y específi cas de parte de la 
imputada. 

El arraigo es “determinado por el domicilio, 
residencia habitual, asiento de la familia y de su 
negocio o trabajo”. También califi cará la con-
ducta del imputado durante el procedimiento 

“Una era se puede decir que se termina cuando las 
ilusiones se han agotado”.
                                                                                                         Arthur Miller

L a noche del 10 de abril del 2016, 
fecha de la primera vuelta de las 
elecciones generales, Keiko Fu-
jimori había conseguido lo más 
difícil: devolverle la esperanza y 

el entusiasmo al elector fujimorista que, como 
recordamos, barrió en las ánforas, a pesar de 
que la caída del régimen de su padre quedaba 
aún intacta en el recuerdo popular. En efecto, 
ese 39,9% de los votos obtenidos le confería a 
la bancada fujimorista 73 de los 130 escaños 
del Congreso y, con ello, no solo parecía que 
el fujimorismo lograba sobreponerse a sus pe-
sadas deudas con el pasado, sino que, más im-
portante aún, le confería la oportunidad de ser 
un actor protagónico en el quinquenio, incluso 
perdiendo –como ocurrió– la presidencia en la 
segunda vuelta. 

Desde aquella noche, las decisiones adop-
tadas por la lideresa fujimorista y su núcleo de 
asesores fueron de mal en peor: el desacertado 
manejo del escándalo generado alrededor de su 
secretario general Joaquín Ramírez les costó la 
presidencia, y desde ahí los ojos de la ciudadanía 
se entornaron para medir mejor el comporta-
miento de ella y de su bancada. Cierto, el antifu-
jimorismo jugó un papel fundamental en hacer 
notar cada gesto y decisión inoportuna, algo que 
era previsible y esperable. Pero ese ‘anti’ no ha-
bría podido avanzar como lo hizo sin la fontana 
de torpezas y arrebatos en la que se convirtió el 
fujimorismo. 

Lo más fácil para Keiko Fujimori y su partido 
habría sido, desde aquella posición de poder, 
hacerse de la presidencia en el 2021. Bastaba 
con demostrar, entre otras, dos cosas: en pri-

mer lugar, que podían 
actuar con altura polí-
tica, aun después de la 
amarga derrota. Léase, 
usar el poder conferido 
por el bien del país, fi s-
calizando y legislando 
en pos del desarrollo y 
de la democracia. En 

segundo lugar, recordar que, en efecto, eran la 
mejor defensa del modelo económico, sostén 
de un caudal importante de sus votos.

Como sabemos, el comportamiento de la lide-
resa y de su partido fue exactamente el opuesto. 
Desde la aceptación tardía de la derrota, hasta 
la contratación del renegado Walter Jibaja en 
el Congreso hace unos días –quien fi nalmente 
renunció–, pasando por propuestas populistas 
que afectan al fi sco, el fujimorismo no perdió la 
oportunidad de quitarles la ilusión a la ciudada-
nía y a sus seguidores, lo que explica la precaria 
situación en la que se encuentra actualmente. 
Keiko Fujimori logró pulverizar un capital polí-
tico inimaginable: de una popularidad que bor-
deaba –de manera sostenida– el 40%, a poco de 
bajar a un dígito hoy. La bancada, que con 73 vo-
tos lograba la mayoría simple, hoy cuenta con 60 
(y un sonoro cotorreo predice la pronta pérdida 
de otros 15 a 30 congresistas). De ser la primera 
opción para las elecciones generales del 2021, 
hoy están, casi de manera segura, fuera de una 
eventual segunda vuelta. 

Lo que quede del ‘electorado’ fujimorista debe 
preguntarse aún si es posible repetir el milagro. 
Si de escenarios se trata, sería el menos probable. 
La pregunta que debe hacerse el resto de la ciu-
dadanía es si ello es conveniente o no. Es cierto: 
el fujimorismo sirvió como bloque duro frente a 
un movimiento anacrónico y contrarreformista 
en lo económico. Pienso, sin embargo, que el ba-
lance general de su comportamiento, así como 
su desempeño programático, lo invalida como 
una alternativa futura en el corto plazo. 

L a elocuencia del fi scal 
José Domingo Pérez en 
la prolongada audien-
cia que viene enfren-
tando Keiko Fujimori 

para determinar su prisión preven-
tiva ha llevado a pensar que la causa 
de la debacle política de esta es la 
corrupción. Es una conclusión apre-
surada. Existen muchos casos de po-
líticos como Lula da Silva en Brasil 
o Cristina Fernández de Kirchner 
(CFK) en Argentina que siguen go-
zando de altos niveles de populari-
dad a pesar de graves acusaciones 
de corrupción. Recuérdese que Lu-
la encabezaba la intención de voto en Brasil 
cuando fue condenado en segunda instancia y 
apresado por corrupción y lavado de dinero; y 
que CFK fue elegida senadora por la provincia 
de Buenos Aires con el 37% de los votos a pesar 
de las múltiples acusaciones de haber recibido 
millonarios sobornos durante su paso por la 
presidencia de su país. 

A diferencia de Lula y CFK, la lideresa de 
Fuerza Popular no llegó al gobierno, así que no 
se pudo consumar el plan de Odebrecht que, se-
gún declaró ofi cialmente la empresa, era apor-
tar a partidos y candidatos como una coima 
adelantada para asegurarse ventajas impropias 
e infl uenciarlos para obtener y retener nego-
cios. Como en el Perú los aportes de campaña 
no declarados no son un delito, no es seguro 
que Keiko Fujimori sea fi nalmente condena-
da cuando su caso llegue a instancias 
superiores. El problema para ella es 
que deberá enfrentar ese tortuoso 
proceso luego de haber dilapida-
do el capital político que había 
construido con su alta votación 
del 2016. 

Keiko cometió dos graves 
errores estratégicos luego de 
su derrota. Uno en el frente 
externo y otro en el interno. 
El primero fue no entender 
que la ciudadanía esperaba 
que colaborase con el pre-
sidente electo. Keiko se fue 
forjando una creciente ani-
madversión hacia ella desde 
el momento en que no fue a 
felicitar a Pedro Pablo Ku-
czynski, pasando por la cen-
sura al ex ministro de Educa-
ción Jaime Saavedra y lue-
go al Gabinete de Fernando 
Zavala, y las innumerables 
citaciones a ministros, hasta 
la aprobación de leyes con 
iniciativa de gasto y contra la 
prensa, y los groseros cam-

o en otro procedimiento, para ver su 
disposición a someterse a la acción 
penal. (art. 269.1 y 4) 

La acusada tiene un alquiler vigen-
te de su vivienda y sus hijas estudian 
en un colegio en Lima. La ley no ha-
bla de casa alquilada o propia, sino 
de “residencia habitual”. Además, el 
mismo fi scal ha recogido testimonios 
que señalan que Fujimori tomaba de-
cisiones en Fuerza Popular (o sea, sí 
es su centro de trabajo). 

Los argumentos en relación al ries-
go de fuga son muy pobres. No se han 
mostrado correos electrónicos que 
hablen de viaje, ni vouchers de pago 

de tickets de avión. 
Ni la ascendencia japonesa ni la vivienda 

de los suegros en Estados Unidos pueden ser 
tomados como prueba seria de riesgo de fuga. 
La señora, además, fue detenida en la fi scalía 
y ha asistido a las audiencias, aun cuando no 
estaba obligada. 

La imputada Fujimori no ha eludido presen-
tar documentos ni ha impedido el allanamiento 
de sus ofi cinas. 

El intercambio de palabras con dirigentes 
y congresistas durante el allanamiento no se 
puede considerar obstrucción. En primer lugar, 
porque se trata de otras personas; en segundo, 
porque la acción fi scal nunca se detuvo. 

Hay obstaculización de la justicia cuando 
hay riesgo razonable de que el imputado “[d]
estruirá, modificará, ocultará o suprimirá o 
falsifi cará elementos de prueba” (art. 270.1). 

Se determina este peligro, además, si hay 

bios al reglamento del Congreso, 
como ha recordado recientemen-
te el ex ministro Carlos Basombrío 
(“Mi experiencia con este Congre-
so”, en El Comercio).

Es verdad que esas actitudes no 
le restaban apoyo entre sus huestes, 
pero sí generaron que el antifujimo-
rismo, que pudo haberse quedado 
en el rechazo a los delitos de su pa-
dre, trocase en un sentimiento más 
virulento contra ella, al punto que 
tras la caída del Gabinete Zavala un 
sector de la opinión pública apoyó 
el indulto al padre como una ma-
nera de romper el poder hegemó-

nico y obstruccionista de la hija. Cuando Keiko 
pide ahora que “terminemos juntos esta guerra 
política”, olvida reconocer que fueron ella y la 
cúpula de Fuerza Popular las que la desataron. 

Las denuncias sobre el dinero indebido que 
habría recibido en sus campañas reforzaron la 
animadversión que había cultivado entre los 
antifujimoristas, pero el apoyo de los suyos no 
mermó signifi cativamente. En efecto, cuando 
en agosto del 2017 se conoció la famosa anota-
ción de Marcelo Odebrecht (“Aumentar Keiko a 
500 e eu fazer visita”) la encuesta de El Comer-
cio-Ipsos de entonces registró que el 76% de la 
población consideraba que debía ser investiga-
da, pero su aprobación se mantuvo en 38%. Des-

“Keiko Fujimori se fue 
forjando una creciente 

animadversión hacia ella 
desde el momento en que no 
fue a felicitar a Pedro Pablo 

Kuczynski”.

“Keiko 
Fujimori logró 
pulverizar un 

capital político 
inimaginable”.
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riesgo de que el imputado “[i]nfl uirá para 
que coimputados, testigos o peritos infor-
men falsamente o se comporten de manera 
desleal o reticente” (art. 270.2). Lo mismo, 
si “[i]nducirá a otros a realizar tales compor-
tamientos” (art. 270.3). 

El fiscal ha logrado demostrar y probar 
que Fuerza Popular usó a personas para fi n-
gir aportes que no hicieron. Este es, por su-
puesto, un punto sólido para la acusación 
sobre lavado de activos. No lo es, en cambio, 
para demostrar que la imputada trate de bo-
rrar o adulterar pruebas sobre este proceso 
judicial. 

La campaña es algo distinto al proceso de 
la investigación sobre la campaña. Habrá 
que demostrar, además, la autoría intelec-
tual de la imputada Fujimori de estos actos 
de falseamiento de aportes. 

Se ha señalado que hubo un intento de 
compra de testigos de parte de Luis Mejía 
Lecca, para que no confiesen haber hecho 
aportes falsos. Aquí la fi scalía tiene una bue-
na pista, pero no una prueba contundente de 
que, con su libertad, la acusada se dedicará a 
comprar o presionar a los testigos. 

Hasta el momento no se ve que el juez, si 
obedece a la ley, pueda ordenar la prisión 
preventiva. Para cumplir con lo que exige la 
ley, el juez tendrá que ser independiente de la 
opinión pública mayoritaria e independien-
te, incluso, del profundo rechazo que se tiene 
hoy contra Keiko Fujimori y Fuerza Popular. 

No se trata de un linchamiento. La ley de-
be imperar, incluso sobre la indignación y el 
rechazo popular. 
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pués, cuando en octubre el fi scal Pérez dis-
puso investigarla por crimen organizado, su 
aprobación apenas cayó y terminó el año con 
32%. Y en enero, cuando El Comercio-Ipsos 
preguntó si se creía que Keiko había recibido 
pagos ilegales de Odebrecht, el 78% decía 
que sí y solo un 11% que no. Sin embargo, su 
aprobación se mantuvo en 30%. 

El segundo error estratégico fue de orden 
interno y llevó su popularidad del 30% en 
enero al 19% en abril. En ese lapso se llevó a 
cabo el operativo de los ‘Mamanivideos’ pa-
ra forzar la renuncia de PPK –el presidente 
que había indultado a Alberto Fujimori– y 
para desacreditar –y después virtualmente 
desaforar– a Kenji Fujimori, el hermano que 
había bregado por el indulto. El desencanto 
de las bases fujimoristas se precipitó. Así, 
cuando sobrevino la detención preliminar 
contra Keiko este mes, su aprobación ya esta-
ba en 13% y su desaprobación en 81%. A sus 
opositores tradicionales se habían sumado 

ahora los fujimoristas decepcionados. 
Empezó a ser evidente para ellos 

también que sus decisiones po-
líticas no estaban pensadas en lo 

mejor para el país sino en su propio 
benefi cio. 

Lo mismo ocurrió con la evolución 
de su respaldo electoral. En diciembre 

del 2017, Keiko Fujimori tenía un 
27%, lejos de sus rivales potencia-

les. En abril, luego de deshacerse 
de PPK y de Kenji, su intención 
de voto se había desplomado 
hasta el 15%. En la medición de 
mediados de octubre, ya estaba 

en el 10%. Un capital político que 
seguramente se seguirá diluyen-
do conforme sus parlamentarios, 
obligados a pedir permiso hasta 
para aplaudir, se sientan liberados 
del poder de esa cúpula y alejados 
de la promesa de un triunfo futu-
ro. Lo que está por verse ahora es 
si Kenji, virtualmente desafora-
do del Congreso y denunciado 
penalmente a pedido de Fuerza 
Popular, logrará reconstruir lo 
que queda del fujimorismo o si 
ya es demasiado tarde. 


